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No en vano, la situación de los Centros de Valoración y Orientación en nuestra Comunidad Autónoma 
(especialmente en algunas de sus provincias), viene revelando necesidades de reorganización y 
de incremento de personal desde hace ya algunos años, que han intentado abordarse, siquiera sea 
de forma parcial, a través de medidas y planes administrativos, como el placevo, pero que, en todo 
caso, no han supuesto una mejora significativa.

En este sentido, remitimos a las consideraciones realizadas como resultado de la queja de oficio 
tramitada al respecto por el Defensor del Pueblo Andaluz (queja 16/6978) e igualmente desgranada 
en el subcapítulo 3º del Informe Anual de 2018 de dicha Institución.

No podemos por ello sino reproducir una simple relación de circunstancias que provocan la 
disconformidad de quienes tienen bajo su amparo a personas menores de edad afectadas por 
alguna discapacidad relevante. Y así, alusivas a la calificación del porcentaje de tal discapacidad, 
disconformidades sobre el tiempo para la valoración y el dictado de resolución o la denegación de 
la movilidad reducida, así como, en su caso, la demora en la expedición de la tarjeta acreditativa 
de la misma.

Respecto a los retrasos procedimentales es interesante exponer el relato de una madre que 
compareció para denunciar que desde el 22 de marzo de 2018 se encontraba en trámite la revisión 
del grado de discapacidad de su hijo y que le urgía la rápida tramitación del expediente para que se 
mantuviera el título de familia numerosa de categoría especial al tener otros dos hijos más (uno de 
ellos también discapacitado), que igualmente el retraso afectada a la pensión por hijo a cargo que 
percibía, a la campaña de la renta y a las distintas bonificaciones que venía percibiendo.

Aclaraba que en la última revisión de oficio de la discapacidad de su hijo, pasó de un 56% que 
anteriormente ostentaba a un 0%, al no haber podido tener a tiempo la documentación justificativa 
y que acreditaba el retraso madurativo que tiene reconocido desde los 4/6 meses tras parto múltiple 
y que su hijo afectado tiene a su vez reconocido un Grado II de Dependencia.

Fue necesario emitir recomendación para instar a la Delegación Territorial correspondiente, de la 
Consejería de Igualdad y Políticas Sociales, a resolver el expediente, que ya estaba fuera de plazo, 
obteniendo la aceptación de este pronunciamiento y la asignación del grado de discapacidad por 
resolución dictada el mes de octubre de 2018 (queja 18/3016).

3.1.2.6.1. d) Menores migrantes

…

La fiabilidad y rigurosidad de las pruebas de determinación de la edad para los menores 
extranjeros ha continuado generando quejas desde distintos sectores (quejas 18/0035, 18/1107, 
18/1254, 18/1310, 18/3134 y 18/3971).

Hemos de tener en cuenta que la determinación de la edad es un asunto sumamente trascendente 
para la vida de las personas extranjeras ya que con estas pruebas se está decidiendo si los poderes 
públicos deben prestarles las atenciones y cuidados a las que tienen derecho como menores de 
edad o, por el contrario, han de ser tratadas como personas adultas extranjeras que se encuentran 
irregularmente en nuestro país.

Sin perjuicio de puntuales actuaciones realizadas en los distintos expedientes de quejas, la Defensoría 
ha liderado un grupo de trabajo para elaborar un protocolo a nivel andaluz que mejore los procesos 
actuales de determinación de la edad y que recoja las medidas de coordinación entre las diferentes 
administraciones e instituciones con competencia en la materia.

https://www.defensordelpuebloandaluz.es/reclamamos-un-decreto-especifico-para-la-regulacion-de-los-centros-de-valoracion-y-orientacion-de-la
https://www.defensordelpuebloandaluz.es/le-urge-pronta-tramitacion-de-la-revision-discapacidad-de-su-hijo
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El señalado grupo está compuesto por representantes de las Fiscalías de Menores y Extranjería, de 
las entonces Consejerías de Igualdad y Políticas Sociales, de Justicia e Interior, del Sistema sanitario 
público, del Instituto de Medicina Legal, y de la propia Defensoría.

En el ámbito de este proyecto se han celebrado dos encuentros para elaborar un Protocolo territorial 
de Menores extranjeros no acompañados en Andalucía, atendiendo a las indicaciones contenidas 
en el Protocolo Marco de 2014. El futuro documento que se elabore, fruto del consenso, deberá 
contener referencias a los centros habilitados para la práctica de las pruebas, los profesionales que 
valorarán las mismas, el tiempo de realización de las pruebas, requisitos de los informes elaborados 
por los facultativos, mecanismos de coordinación entre los agentes implicados, así como los recursos 
que habrán de estar a disposición de los presuntos menores hasta tanto se obtengan los resultados 
de las pruebas, teniendo presente que estos dispositivos han de formar parte inexcusablemente del 
Sistema de protección de menores.

Sobre este asunto, la Fiscalía de Huelva ha elaborado un protocolo propio que está siendo utilizado 
como instrumento de buena práctica para su implementación en otras provincias, si bien se ha de 
contar con las peculiaridades de algunas de ellas que derivan del elevado número de menores que 
entran por sus costas y, por consiguiente, de la ingente cantidad de pruebas de determinación de la 
edad que se practican, como es el caso de las provincias de Cádiz, Granada y Almería. 

Mientras tanto el documento señalado vea la luz, se ha de constatar el avance respecto de las pruebas 
practicadas en los hospitales del sistema sanitario público andaluz: 31 hospitales han adoptado 
las medidas recogidas en el protocolo de Huelva, incluyendo información a todos los técnicos que 
puedan atender a un menor extranjero no acompañado. Y por lo que respecta a las pruebas que se 
practican a los chicos para la determinación de la edad, en los hospitales señalados, además de la 
radiografía del carpo, se realiza también una ortopantografía, conforme a las recomendaciones sobre 
métodos de estimación forense de la edad de los menores extranjeros no acompañados recogidas 
en el documento de consenso de buenas prácticas entre los Institutos de Medicina Legal de España 
elaborado en el año 2010.

...

3.1.2.6.1. e) Menores con problemas conductules

Establece el artículo 39 de la Constitución que los menores gozarán de la protección prevista en los 
acuerdos internacionales que velan por sus derechos. A tales efectos impone a los poderes públicos la 
obligación de asegurar la protección social, económica y jurídica de la familia, así como la protección 
integral de los hijos. E impone dicho artículo la obligación a los padres de prestar asistencia de todo 
orden a los hijos durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.

Así pues, del texto constitucional debemos diferenciar de un lado el mandato que se dirige a los 
poderes públicos de acometer actuaciones en favor de la familia, junto con la obligación de proteger 
los derechos e integridad de las personas menores de edad; y de otro lado las obligaciones de ámbito 
privado, que incumben a los padres respecto de sus hijos.

Es por ello que existe una esfera privada de relación entre padres e hijos que los poderes públicos 
han de respetar y en la que su posible intervención habrá de ser subsidiaria, reservada para aquellos 
casos en que los padres no cumpliesen con sus obligaciones respecto de ellos (por imposibilidad o 
negligencia) o que se produjeran situaciones en que existiera riesgo o peligro para la integridad física 
o moral de alguno de los miembros que integran la familia.

Este es el supuesto que se da en aquellas situaciones en que algún menor, en edad adolescente, tiene 
una conducta desordenada, incluso violenta, en ocasiones cuasi delictiva, sin ningún respeto por la 
autoridad e indicaciones de sus padres. En esta situación los padres acuden a los poderes públicos 
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